Filimón Timaná Vs Hernando Granada Gómez y otros.  Rad. 66001-31-05-004-2009-00406-01

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
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EJECUTIVO – COSTAS – AGENCIAS EN DERECHO - TASACIÓN - ACUERDO 1887 DE 2003 - Así las cosas, se tiene entonces que se trata de un proceso ejecutivo que se inició el 8 de febrero de 2016 para el cobro de las costas y agencias en derecho fijadas en primera y segunda instancia dentro del trámite ordinario laboral que le precedió, cuyo trámite si bien no mostró mayor complejidad, si requería de la diligencia de la parte ejecutante en procura de la notificación de los ejecutados Hernando Granada Gómez, Cival Construcciones Ltda  y César Baena en condición de Integrantes del Consorcio Megavía 2004, la publicación del emplazamiento y todos los trámites que se requirieron para adelantar la ejecución, procurando incluso la perfección de medidas cautelares y presentando oportunamente la liquidación del crédito, mediando entre esta actuación y la solicitud del mandamiento de pago un lapso de 1 año y 3 meses y 4 días.   

Puestas así las cosas, de acuerdo con esas circunstancias relevantes que tuvieron lugar en el trámite de la primera instancia y que fueron analizadas en precedencia, las agencias en derecho fijadas en primer grado se modificarán para asignar el 10% de total del capital adeudado, que era de $3.080.431.oo lo cual arroja un total de $308.043.oo, suma que se ajusta a lo previsto en el acuerdo 1887 de 2003.  Los gastos en que ha incurrido el ejecutante por cuenta del emplazamiento de los ejecutados no pueden ser tenidos en cuenta pues no se encuentran acreditados en el trámite.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

Pereira, veintiocho de febrero de dos mil dieciocho
Acta número    de 28 de febrero de 2018
En la fecha, procede la Sala No 3º a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra el auto de fecha 16 de junio de 2017 por medio del cual el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito aprobó la liquidación de las costas dentro del proceso ejecutivo laboral que el señor FILIMÓN TIMANÁ le promueve a la HERNANDO GRANADA GÓMEZ, CIVAL CONSTRUCCIONES LTDA y CESAR BAENA en calidad de integrantes del Consorcio Megavía 2004, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-004-2009-00406-02.

ANTECEDENTES

Mediante sentencia proferida el día 19 de julio de 2012, el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito –Adjunto No 1º -, declaró la existencia de un contrato de trabajo entre el señor Filimón Timaná y Hernando Granada Gómez, Cival Construcciones Ltda  y César Baena en condición de Integrantes del Consorcio Megavía 2004 y como consecuencia de ello, ordenó el pago de acreencias y prestaciones sociales que tasó en la suma de $625.180 y la sanción moratoria liquidada por valor de $15.360.000, más los intereses de mora calculados desde el 7 de marzo de 2007 hasta que se haga efectivo el pago de la obligación.  A título de agencias en derecho se tasó la suma de $2.400.000.

De tales obligaciones se declaró solidariamente responsable a Megabus S.A.

La decisión, tal como fue proferida fue confirmada por la Sala de Descongestión del Tribunal Superior de Cali, siendo fijadas en esta Sede, a título de costas y agencias en derecho la suma de $589.500.

Ante la ausencia de pago de las costas procesales fijadas en ambas instancias, la parte actora solicitó que se librara mandamiento de pago por tales sumas y por los intereses civiles correspondientes, petición a la que accedió, mediante auto de fecha 6 de abril de 2016, el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito, despacho que asumió el conocimiento de la demanda al finalizar las medidas de descongestión previstas para el área laboral en el Distrito Judicial de Pereira.

Notificadas las partes y adelantado el trámite del emplazamiento a los integrantes del Consorcio Megavía 2004 -  Hernando Granada Gómez, Cival Construcciones Ltda  y César Baena –y adelantado el trámite correspondiente, se procedió con la liquidación del crédito que arrojó una suma $3.080.431, siendo fijadas y aprobadas las agencias en derecho en la suma de $100.000.
Inconforme con la tasación efectuada por la a quo el para ejecutante interpuso el recurso de apelación, al estimar que dicha suma no atendía los parámetros establecido en el Acuerdo 1887 de 2003, en el que se indicó que respecto a las agencias en derecho dentro de los procesos ejecutivos éstas debían ser tasadas “hasta el 15% del valor del pago ordenado en la pertinente orden judicial…”  y en el presente asunto, en atención a la actuación que ha desplegado en procura de recaudar lo adeudado ha debido emplazarse a los ejecutados y nombrar curador ad-litem para dar continuidad en el proceso, dentro del cual no existe reproche en relación con su proceder, por lo que explica el reducido valor que por dicho concepto fue asignado a este asunto.
Por lo tanto solicita que se modifique el valor asignado a modo de agencias en derecho y se tengan en cuenta los gastos en los que ha incurrido por cuenta del emplazamiento de los llamados a responder.
CONSIDERACIONES

Problema jurídico

¿Qué monto debe fijarse como agencias en derecho en el presente asunto?
1. FIJACION DE AGENCIAS EN DERECHO   

El Código General de Proceso, dispone en su artículo 365 modificado por la Ley 1395 de 2010, la condena en costas a la parte vencida en juicio o  a quien se le resuelva desfavorablemente el recurso de apelación, súplica, queja, casación, revisión o anulación que haya formulado; así como a quien se le resuelva de manera desfavorable un incidente, la formulación de excepciones previas, una solicitud de nulidad o un amparo de pobreza, sin perjuicio de lo dispuesto en relación con la temeridad o mala fe.

Es indiscutible, que para establecer el valor de las costas, deben observarse una serie de circunstancias propias, que se extraen del debate procesal, en estricto cumplimiento del canon 366 ibídem, que dispone en su numeral 4º: “Para la fijación de agencias en derecho deberán aplicarse las tarifas que establezca el Consejo Superior de la Judicatura. Si aquéllas establecen solamente un mínimo, o éste y un máximo, el juez tendrá en cuenta, además, la naturaleza, calidad y duración de la gestión realizada por el apoderado o la parte que litigó personalmente, la cuantía del proceso y otras circunstancias especiales, sin que pueda exceder el máximo de dichas tarifas.”
El Acuerdo 1887 de 2003, “Por el cual se establecen las tarifas de agencias en derecho”, en el capítulo que se ocupa de las actuaciones ante la justicia del trabajo –Capítulo II artículo 6º-, establece que en procesos ejecutivos, para la primera instancia deben fijarse “Hasta el quince por ciento (15%) del valor del pago ordenado o negado en la pertinente decisión judicial; si, además, la ejecución ordena o niega el cumplimiento de obligaciones de hacer, se incrementará en un porcentaje igual al que fije el juez.”. 

La norma, como puede verse, otorga al operador jurídico la facultad de moverse entre los topes mínimos y máximos establecidos en el Acuerdo 1887 de 2003, debiendo antes, analizar los presupuestos a tener en cuenta, dispuestos en la norma trascrita.

2. EL  CASO CONCRETO

En este caso, el juzgado fijo y aprobó a título de agencias en derecho la suma de $100.000, suma que consideró el ejecutante no se compadecía con la actuación realizada en el curso de proceso y, además, no atendía lo establecido en el Acuerdo 1887 de 2003, que establece que en los procesos ejecutivos, tratándose de la primera instancia, la tasación por este concepto puede alcanzar hasta el 15% de la condena impuesta. 

De acuerdo con lo dispuesto en el 2.3. del artículo 6º de la citada norma, razón le asiste al memorialista respecto al marco normativo que debe observarse para tasar las agencias en derecho dentro de un proceso ejecutivo en primera instancia; producto del cual considerarse que, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 4º del artículo 393 del C.G.P. el juez, al momento de asignar el monto que corresponde, está llamado a determinar “la naturaleza, calidad y duración de la gestión realizada por el apoderado o la parte que litigó personalmente, la cuantía y el proceso y otras circunstancia especiales”
Así las cosas, se tiene entonces que se trata de un proceso ejecutivo que se inició el 8 de febrero de 2016 para el cobro de las costas y agencias en derecho fijadas en primera y segunda instancia dentro del trámite ordinario laboral que le precedió, cuyo trámite si bien no mostró mayor complejidad, si requería de la diligencia de la parte ejecutante en procura de la notificación de los ejecutados Hernando Granada Gómez, Cival Construcciones Ltda  y César Baena en condición de Integrantes del Consorcio Megavía 2004, la publicación del emplazamiento y todos los trámites que se requirieron para adelantar la ejecución, procurando incluso la perfección de medidas cautelares y presentando oportunamente la liquidación del crédito, mediando entre esta actuación y la solicitud del mandamiento de pago un lapso de 1 año y 3 meses y 4 días.   

Puestas así las cosas, de acuerdo con esas circunstancias relevantes que tuvieron lugar en el trámite de la primera instancia y que fueron analizadas en precedencia, las agencias en derecho fijadas en primer grado se modificarán para asignar el 10% de total del capital adeudado, que era de $3.080.431.oo lo cual arroja un total de $308.043.oo, suma que se ajusta a lo previsto en el acuerdo 1887 de 2003.  Los gastos en que ha incurrido el ejecutante por cuenta del emplazamiento de los ejecutados no pueden ser tenidos en cuenta pues no se encuentran acreditados en el trámite.

Sin costas en esta instancia.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral No 2º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

RESUELVE

PRIMERO.- MODIFICAR las agencias en derecho tasadas por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito, mediante auto de fecha 16 de junio de 2017.

SEGUNDO.- FIJAR como agencias en derecho, la suma de TRESCIENTOS OCHO MIL CUARENTA Y TRES PESOS ($308.043.oo).

TERCERO.- APROBAR la liquidación antes efectuada.

Sin costas en esta instancia.

Notifíquese, 

Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES              ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON 

                                                                                            En comisión de Servicios
ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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